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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
IMPEDIMENTO / AL IGUAL QUE LAS RESOLUCIONES, REFLEJA EL PRINCIPIO DE IMPARCIALIDAD / APLICA TAMBIÉN EL DE TAXATIVIDAD / INTERÉS DEL JUEZ EN EL PROCESO / NO ESTÁ CONFIGURADA.
… el instituto de los impedimentos y recusaciones se da dentro de nuestro ordenamiento jurídico penal como una manifestación del principio de imparcialidad consagrado en el artículo 5º de la Ley 906 de 2004… Frente al tema ha dicho la Sala de Casación Penal:

“Las instituciones de los impedimentos y las recusaciones están fijadas constitucional y legalmente para la preservación y defensa del derecho a ser juzgado por funcionarios imparciales, alcanzando la categoría de derecho fundamental porque hace parte del derecho a un proceso con todas las garantías y previsto así mismo en el artículo 10 de la Declaración Universal de Derechos Humanos…

“En esta materia rige el principio de taxatividad según el cual solo integra motivo de excusa o de recusación aquel que de manera expresa se señala en la ley, lo que hace exclusión de la analogía, además que a los jueces les está vedado separarse por su propia voluntad de sus funciones jurisdiccionales y a los sujetos procesales no les está permitido escoger a su arbitrio la persona del juez…”

Teniendo en cuenta lo anterior, al momento de plantear una causal de impedimento o recusación, el Juez o la parte que la solicitan deben dejar claro cuál es la que están invocando, esto es, debe ser clara y apegada a lo establecido en las normas para cada caso concreto…
… se podría estar en presencia de una formulación de una recusación, concretamente, la causal establecida en el numeral 1 del artículo 56 del Código de Procedimiento Penal “Que el funcionario judicial, su cónyuge o compañero o compañera permanente, o algún pariente suyo dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, tenga interés en la actuación procesal”. 

Desde ahora la Sala debe señalar que dicha recusación no está llamada a prosperar, por cuando… el despacho de conocimiento… su abogado contractual, la apoderada de las víctimas y el delegado del Ministerio Público como garante de la sociedad, han sido absolutamente respetuosos de los derechos fundamentales y procesales que le asisten a la señora AEVG…
… en el presente asunto no se ha configurado la causal de recusación enrostrada a la Jueza A quo, la cual está relacionado no con la existencia de cualquier tipo de interés, sino de uno que sea ajeno a los fines del proceso, lo cual en momento alguno se avizora del deseo de la titular del Despacho de procurar que el proceso fluya sin dilaciones y sin mayores traumatismos ante los múltiples obstáculos que la procesada ha presentado para impedir que el proceso siga su curso normal.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente:

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

AUTO INTERLOCUTORIO DE SEGUNDA INSTANCIA

Pereira, seis (6) de octubre de dos mil veintidós (2.022)
Acta No. 904 
Hora: 11:20 a.m. 
Procesado: AEVG

Delito: Homicidio Agravado y Hurto Calificado.
Radicación: 66001-6000-035-2021-00565.
Asunto: Recusación. 

V I S T O S:

Procede la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior de este Distrito Judicial a resolver la recusación que la señora AEVG hiciera en contra de la Jueza Segunda Penal del Circuito de Pereira y demás intervinientes en el presente proceso, durante la audiencia realizada el 29 de marzo de 2022, fecha en la cual se debía surtir la vista pública en la que se le debía dar o no aprobación a un preacuerdo, sin que la misma se pudiera llevar a cabo dada esa manifestación.

ANTECEDENTES Y ACTUACIÓN PROCESAL:

1. Los hechos materia de investigación acaecieron el 9 de marzo de 2.021 en la carrera 11 #1A-41 del Barrio Popular Modelo de esta localidad, a las 11:30 a.m., y están relacionados con el asesinato del adulto mayor que en vida respondía por el nombre de MANUEL JOSÉ RIVERA RUEDA, el cual se dice que fue perpetrado por la señora AEVG, quien haciendo uso de un arma blanca le generó diversas lesiones fatales con el fin de perpetrar apoderarse de la suma de dinero de tres millones de pesos en efectivo que la víctima tenía en su poder. 

2. Las audiencias preliminares de formulación de imputación e imposición de medida de aseguramiento se llevaron a cabo los días 8 y 14 de julio de 2.021, actos en los cuales la F.G.N. le comunicó cargos a la señora AEVG, por incurrir en las conductas punibles de homicidio agravado (artículos 103 y 104 numeral 2 del C.P.), y hurto calificado (artículos 239 y 240 inciso 2° del C.P.), los cuales no fueron aceptados por dicha ciudadana. A la señora VG le fue impuesta la medida de aseguramiento privativa de la libertad en establecimiento carcelario, por lo que se dispuso librar orden de captura en su contra. 
3. El 16 de agosto de 2.021 la Fiscalía 16 Seccional de Pereira, presentó el respectivo escrito de acusación en contra de la aquí procesada, el cual le correspondió por reparto al Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira, el que luego de múltiples aplazamientos pudo instalar la audiencia de formulación de acusación el día 20 de octubre de 2.021, diligencia en la que el delegado de la F.G.N. puso en consideración de la jueza de conocimiento un preacuerdo suscrito con la señora VG, únicamente frente al delito de homicidio agravado, consistente en la eliminación del agravante de dicho reato, por el cual se le impondría una sanción de 220 meses de prisión. La conducta de hurto calificado no hizo parte de dicha negociación, por lo que era potestativo de la acusada aceptar los cargos en ese acto procesal, y en caso de que quisiera obtener algún tipo de rebaja frente a ese allanamiento, la procesada debía realizar la respectiva indemnización por el delito en contra del patrimonio investigado, o en caso contrario, este podía continuar su trámite de manera separada. 
Frente a dicha negociación la Jueza Segunda Penal del Circuito de Pereira advirtió que se trataba de un hibrido, pues para que operara lo relativo al descuento del 50% por la conducta de hurto calificado, era imprescindible reintegrar el 50% de lo apropiado y asegurar el reintegro del otro 50%, razón por la cual era necesario definir si se incluía en dicha negociación el delito que atenta en contra del patrimonio económico, o si se disponía la ruptura de la unidad procesal. 

La vista pública fue suspendida en consideración a que la procesada indicó que era su deseo indemnizar a las víctimas, razón por la cual la titular del despacho le concedió el término para lo pertinente.
4. Esa audiencia solo pudo continuarse hasta el 14 de febrero del año que transcurre, y en la misma aconteció lo siguiente: 

I) La F.G.N. puso en conocimiento de la Jueza Segunda Penal del Circuito de Pereira, que la acusada hasta ese momento no había consignado dinero alguno a favor de las víctimas, pese al lapso que se le había otorgado para ello, por lo que resultaba viable proceder con lo relativo al preacuerdo frente al delito de homicidio y generar la ruptura de la unidad procesal, con el fin de continuar con el trámite del punible de hurto calificado. 

II) Por su parte, la apoderada de las víctimas adujo que la señora VG estaba dilatando la actuación, y que incluso en esa diligencia había manifestado que era su deseo cambiar de defensor público.

III) La defensa aseguró que su representada comprometió en cancelar el dinero pero que no lo había efectuado, por lo que consideraba que no era prudente postergar aun más lo concerniente al preacuerdo por el punible de homicidio, luego de lo cual otro defensor público podría asumir la representación de la procesada por el delito de hurto calificado. 

IV) La señora AEVG aseveró que no estaba conforme con las gestiones de su defensor ya que podía ser condenada a 18 años de prisión, sin que se tuviera en cuenta que ella se entregó a las autoridades, aunado a que su apoderado no le contesta las llamadas y era él quien hablaba en las audiencias, lo que la motivó a prescindir de sus servicios como defensor.  

V) El abogado que asistía en ese acto a la Procesada contradijo lo expuesto por la acusada, señalando que le ha explicado a la señora VG que está siendo procesada por el punible de homicidio agravado, y que con el preacuerdo se pretende eliminar el agravante que se le endilga. 

VI) La A quo refirió que lo que se planteado por parte del Ente Acusador no es común, pues pretende eliminar el agravante del delito de homicidio, y que la pena parta de 220 meses de prisión, sumado a que el delito de hurto debe ser investigado de manera separada, lo que a su modo de ver no es válido ya que esas dos conductas deben ser investigadas de manera conjunta. 
VII) El representante del Ente Acusador manifestó que se podía preacordar de manera parcial, pues no se puede continuar a la espera de que la señora VG decida indemnizar a las víctimas, por lo que considera que se vería más afectada si decide ir a juicio por el delito de hurto calificado, máxime si esa ciudadana no quiere que la siga representando el defensor que le fue asignado. 
VIII) El defensor público de la señora VG, con el objeto de evitar una nulidad de la actuación, pidió que se suspendiera el acto para que se le designara un nuevo apoderado judicial. 

IX) La juez de conocimiento dispuso la suspensión de la audiencia, para que se elevara la solicitud pertinente para el nombramiento de un nuevo defensor. 
5. El 29 de marzo de 2.022 nuevamente las partes fueron convocadas a audiencia, y en esa diligencia aconteció lo siguiente: 

a) La señora AEVG expuso que no contaba con un defensor de confianza, y que el abogado que fue postulado para que representara sus intereses no se ha presentado para hablar con ella. Igualmente advirtió que le ofreció excusas a la familia de la víctima, pero que debido a su situación familiar y económica aun no puede cancelar el monto de la indemnización, por lo que requiere de se reduzca la suma a cancelar con el fin de realizar el pago y aceptar el preacuerdo. 
En medio de su intervención, la procesada indicó que enviaría un memorial a Bogotá D.C. debido a que quería “desistir” y “cambiar” a todos quienes intervenían en esa audiencia, por la manera en la que se estaba llevando su “juicio”, fuera de que todos los sujetos procesales tenían un interés personal en su causa, y que no se le estaba permitiendo pronunciarse en las diligencias.
b) La Jueza Segunda Penal del Circuito de Pereira, con base en las previsiones del artículo 56 inciso 1° del C.P.P., consideró que la señora AEVG había presentado una recusación, por lo que dispuso correr traslado de tales manifestaciones a los intervinientes en el acto, quienes al unísono consideraron que se le debía dar trámite a la audiencia de formulación de acusación, para evitar mayores dilaciones. 
c) El representante del Ministerio Público invitó a la procesada a que guardara la calma y la compostura, y adujo que no conocía a la señora VG y que haría lo pertinente para ser apartado de la investigación. Sin embargo, consideró que lo procedente era realizar la formulación de la acusación. 
d) El defensor público dio a conocer que tuvo contacto con su representada los días 23, 24 y 29 de marzo de 2.022, y que igualmente se había comunicado con la progenitora de esta con el fin de que quedara decantada la importancia de indemnizar a la víctima, pero a su modo de ver, la señora AEVG no se deja asesorar. 
e) Por su parte la representante de las víctimas argumentó que a la encartada se le han protegido todas sus garantías procesales y pese a que se le otorgó la oportunidad para indemnizar con una cifra inferior a la que aquella sustrajo, aun no lo ha hecho, y aunado a ello, pretende que no se efectúe la ruptura de la unidad procesal. Finalmente coadyuvó con la solicitud para que se diera trámite a la audiencia de formulación de acusación. 
f) La jueza de primera instancia advirtió que pese a las quejas formuladas por la acusada, no era aceptable la recusación formulada, en consideración a la inexistencia un interés en favor o en contra de la señora VG, fuera de que esa funcionaria había sido neutral a lo largo de las diligencias y no era conocida de la procesada, sumado de que no existía interés alguno o cercanía con alguno de los sujetos procesales. 

Finalmente adujo que la única insinuación que se hizo, fue la relacionada con la dilación prolongada del proceso, sin que haya existido una vulneración a los derechos de la vinculada a la presente investigación, quien pretende acceder a un beneficio mayor ante la asesoría que le está brindando una persona ajena al proceso, y continuar con retardando al trámite de la causa al mostrar un interés para indemnizar, sin realizar pago alguno hasta el momento. 
CONSIDERACIONRES:

- Competencia: 
Según lo establecido en el numeral 5º del artículo 34 C.P.P., esta Corporación, en su Sala Penal de Decisión, es la competente para asumir el conocimiento del presente asunto, no sin antes declarar que hasta esta etapa procesal no se avizora nulidad alguna que haga inválida la actuación. 

- Problema Jurídico:
De lo expuesto le corresponde a esta Colegiatura determinar si la señora Jueza Segunda Penal del Circuito de Pereira, debe o no apartarse del proceso de la referencia toda que fue recusada por AEVG, aquí investigada. 
· Solución:

Antes de darle una solución a este asunto, es importante recordar que el instituto de los impedimentos y recusaciones se da dentro de nuestro ordenamiento jurídico penal como una manifestación del principio de imparcialidad consagrado en el artículo 5º de la Ley 906 de 2004, que a su vez responde a lo establecido en los artículos 29, 228 y 230 constitucional. Frente al tema ha dicho la Sala de Casación Penal:

“2. Las instituciones de los impedimentos y las recusaciones están fijadas constitucional y legalmente para la preservación y defensa del derecho a ser juzgado por funcionarios imparciales, alcanzando la categoría de derecho fundamental porque hace parte del derecho a un proceso con todas las garantías y previsto así mismo en el artículo 10 de la Declaración Universal de Derechos Humanos como en el artículo 14.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de New York
.

3. En esta materia rige el principio de taxatividad según el cual solo integra motivo de excusa o de recusación aquel que de manera expresa se señala en la ley, lo que hace exclusión de la analogía, además que a los jueces les está vedado separarse por su propia voluntad de sus funciones jurisdiccionales y a los sujetos procesales no les está permitido escoger a su arbitrio la persona del juez, de manera que las causas que dan lugar a separar del conocimiento de un determinado asunto a un funcionario judicial no pueden deducirse por similitud ni ser objeto de interpretaciones subjetivas, en tanto se trata de reglas de garantía de la independencia judicial y de vigencia del principio de imparcialidad del juez. 

4. Este axioma -o derecho a un tribunal imparcial- derivado de los artículos 209 y 13 de la Constitución Política en cuanto la función pública de administrar justicia así lo reclama lo mismo que el trato igual para todas las personas de parte de las autoridades, se ha concebido como esencial del debido proceso en el sentido que junto a dos partes parciales, tiene que existir un tercero imparcial,  extraño a la causa y ajeno a las posiciones de intereses de ellas -el juez-, principio de alcance general puesto que tiene aplicación en todos los tipos de procesos y sistemáticas procesales
.”

Teniendo en cuenta lo anterior, al momento de plantear una causal de impedimento o recusación, el Juez o la parte que la solicitan deben dejar claro cuál es la que están invocando, esto es, debe ser clara y apegada a lo establecido en las normas para cada caso concreto, pues como se señaló en la cita jurisprudencial de arriba, frente a esas figuras rige el principio de taxatividad, por ende, no cabe la analogía. 

En ese orden de ideas, valga decir que en el ordenamiento penal colombiano la institución de los impedimentos y recusaciones está consagrada en los artículos 52 a 65 del Código de Procedimiento Penal, siendo el primero de los mencionados el que contiene las causales que se pueden invocar.

Aterrizando lo anterior al caso concreto, y en atención a lo deducido  por la Jueza Segunda Penal del Circuito con base en las manifestaciones hechas por la procesada AEVG, quien pretende que tanto la jueza, el fiscal, el delegado del Ministerio Público, su apoderado judicial, y la representante de las víctimas, sean relevados de la presente actuación,  pues a su particular modo de ver no se le están brindando las garantías que cree merecer ante el presunto “interés personal” que estos tiene respecto a su caso en particular, se podría estar en presencia de una formulación de una recusación, concretamente, la causal establecida en el numeral 1 del artículo 56 del Código de Procedimiento Penal “Que el funcionario judicial, su cónyuge o compañero o compañera permanente, o algún pariente suyo dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, tenga interés en la actuación procesal”. 
Desde ahora la Sala debe señalar que dicha recusación no está llamada a prosperar, por cuando el Órgano Persecutor de la acción penal, el despacho de conocimiento, los dos defensores públicos que le han sido asignados por parte de la Defensoría del Pueblo, su abogado contractual, la apoderada de las víctimas y el delegado del Ministerio Público como garante de la sociedad, han sido absolutamente respetuosos de los derechos fundamentales y procesales que le asisten a la señora AEVG, sumado a que han sido pacientes y han accedido a cada uno de los aplazamientos que ha generado la misma procesada no solo para que esté en todo tiempo asistida de un defensor, sino para que haga lo propio y realice el pago de una suma que correspondería a la indemnización a las víctimas, en aras de acceder a un beneficio adicional si su deseo es aceptar la conducta punible de hurto calificado.

Lo antes expuesto nos estaría indicando que en el presente asunto no se ha configurado la causal de recusación enrostrada a la Jueza A quo, la cual está relacionado no con la existencia de cualquier tipo de interés, sino de uno que sea ajeno a los fines del proceso, lo cual en momento alguno se avizora del deseo de la titular del Despacho de procurar que el proceso fluya sin dilaciones y sin mayores traumatismos ante los múltiples obstáculos que la procesada ha presentado para impedir que el proceso siga su curso normal. 

Es de resaltar que el Juzgado de primer nivel ha sido sumamente benevolente ante la actitud dilatoria asumida por la procesada, tanto es así  que desde el momento en que se puso en conocimiento de lo referente al preacuerdo suscrito respecto al delito de homicidio agravado, se ha estado a la espera de 06 meses para que la señora VG recaudara los dineros del caso que le permitieran cumplir con el requisito del reintegro para la procedibilidad del preacuerdo en lo que atañe con la comisión del delito de hurto calificado agravado; sin embargo, la procesada decidió no realizar el pago de los perjuicios tasados por la víctima, los cuales ascendían a $3.000.000. 

Asimismo, no se puede desconocer que la señora AEVG ha contado con el asesoramiento de tres abogados diferentes, dos de ellos vinculados al Sistema de Defensoría Pública, quienes han asistido jurídicamente a esa ciudadana, y que los dos profesionales del derecho que han actuado ante el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira, fueron enfáticos en advertir que habían brindado el asesoramiento y las herramientas jurídicas a la encausada para hacer menos gravosa su situación, de tal suerte que a lo largo de la actuación han propendido para que la señora de marras realice la indemnización a que haya lugar, para lo cual se le ha concedido un plazo más que prudencial. 

Aunado a lo anterior, se evidencia por parte de la Colegiatura que en el juzgado de conocimiento y la F.G.N. igualmente han ilustrado a la señora AEVG sobre el preacuerdo suscrito con el Ente Acusador y lo relativo a la posibilidad que esta tenía de aceptar o no los cargos por el punible de hurto calificado, y que dependiendo de la decisión a tomar, debía realizar la indemnización a las víctimas en aras de acceder a una rebaja punitiva, o enfrentarse a un proceso que se tramitaría en una investigación diferente, ante la ruptura de la unidad procesal. En tal sentido, la procesada realizó su manifestación de estar informada sobre las posibilidades que tenía luego de suscrito el preacuerdo, y su participación ha sido activa a lo largo del proceso, de tal modo que ha sido ella misma quien se comprometió a pagar la suma de $3.000.000 para acceder a los decuestos punitivos, para lo cual por iniciativa propia elevó las solicitudes del aplazamiento de las diligencias con el objeto de lograr la esperada indemnización. Asimismo, se le ha garantizado el uso de la palabra en cada uno de las diligencias que se han instalado por parte de la Juez Segunda Penal del Circuito de Pereira, en las cuales ha dado a conocer los supuestos inconvenientes de comunicación que ha tenido con sus apoderados judiciales y sus intenciones frente al proceso que se le adelanta, sin que exista prueba al respecto, por el contrario, cada uno de sus apoderados ha dejado las constancias relativas a las conversaciones que han sostenido con la procesada y su progenitora, y los temas que abarcaban las mismas. 
Para este Cuerpo Colegiado es claro que la actuación procesal y especialmente la señora VG ha estado revestida y protegida en las garantías que le asisten como ciudadana objeto de persecución penal, las cuales han llegado al extremo de postergar de manera indefinida lo tocante al tema del pronunciamiento que debe realizar el despacho de marras frente al preacuerdo puesto en su consideración o la simple realización de la audiencia de formulación de acusación, pues esa ciudadana ha dilatado el proceso ante su presunta intención para indemnizar a la víctima, sin que hubiera acatado los compromisos adquiridos para alcanzar tal objetivo. 
No se desconoce que la señora VG se encuentre en una situación legal y económica que le impide ejecutar el pago de los perjuicios a las víctimas, pero la presente causa no puede continuar en un limbo o aplazada de manera injustificada e indefinida, pues tales situaciones van a perdurar en el tiempo debido a la negociación realizada por la procesada por en lo que respecta al delito de homicidio con la cual la pena a imponer parte de 220 meses de prisión.  
Todo lo hasta aquí referido lleva a establecer que en el caso concreto la Jueza A quo no ha incurrido en la causal de recusación enrostrada en su contra, porque, contrario a lo reclamado por la recusante, con sus actuaciones en momento alguno ha comprometido su imparcialidad ni mucho menos se vislumbra un interés personal tendiente a desmejorar las condiciones procesales de la acusada o conculcar los derechos que le asisten.  
En ese orden de cosas, se declarará infundada la recusación propuesta por la señora AEVG, y se dispondrá la devolución inmediata de las diligencias a ese despacho judicial para que continúe con el trámite correspondiente.

En mérito de lo antes expuesto, la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

R E S U E L V E:

PRIMERO: NO ACEPTAR la recusación presentada por la señora AEVG, por lo expuesto en la parte motiva de esta decisión. 

SEGUNDO: DISPONER la devolución inmediata de las diligencias al despacho de conocimiento, para que continúe con el trámite correspondiente, notificando esta decisión a todas las partes intervinientes dentro del proceso. 
TERCERO: Declarar que en contra de esta decisión no procede recurso alguno.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE:

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado
� Por ejemplo, María del Carmen Calvo Sánchez, «Imparcialidad: abstención y recusación en la nueva Ley de Enjuiciamiento Civil 1/2000, de 7 de enero», Responsa iurisperitorum digesta, volumen II, Salamanca, Ediciones Universidad de Salamanca, 2001, p. 90.


� Art. 73, Ley 94 de 1938; art. 78, Decreto 409 de 1971; art. 103, Decreto 050 de 1987; art. 103, �Decreto 2700 de 1991, modificado por el art. 15 de la Ley 81 de 1993; art. 99, Ley 600 de 2000; y art. 56, Ley 906 de 2004. Y, provs. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Penal, 20 de agosto de 1992, rad. 5044, 23 de marzo de 2000, rad. 14536, 8 de noviembre de 2000, rad. 14078, 7 de mayo de 2002, rad. 19300, 18 de febrero de 2004, rad. 21921, 16 de marzo de 2005, rad. 23374, 30 de noviembre de 2006, rad. 26453, entre otras. 


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Auto del 5 de julio de 2007, radicación No. 27775. 
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